
3) ¿Es transparente dicha aportación exigida conforme al art. 5 de la Ley 8/2009, de 28 de agosto, de financiación de la 
corporación de Radio y Televisión Española si no se conoce la actividad concreta que presta la Corporación de Radio 
Televisión de España en concepto de servicio universal o servicio público en los términos exigidos por el art. 6.1 y 
Anexo de la Directiva 2002/20/CE?

(1) DO 2002, L 108, p. 21

Recurso de casación interpuesto el 15 de febrero de 2018 por HTTS Hanseatic Trade Trust & 
Shipping GmbH contra la sentencia del Tribunal General (Sala Tercera) dictada el 13 de diciembre 

de 2017 en el asunto T-692/15, HTTS Hanseatic Trade Trust & Shipping GmbH/Consejo de la Unión 
Europea

(Asunto C-123/18 P)

(2018/C 161/41)

Lengua de procedimiento: alemán

Partes

Recurrente: HTTS Hanseatic Trade Trust & Shipping GmbH (representante: M. Schlingmann, Rechtsanwalt)

Otras partes en el procedimiento: Consejo de la Unión Europea, Comisión Europea

Pretensiones de la parte recurrente

La recurrente solicita:

1. Que se anule íntegramente la sentencia del Tribunal General (Sala Tercera) de 13 de diciembre de 2017 en el asunto 
T-692/15 HTTS Trade Trust & Shipping GmbH contra el Consejo de la Unión Europea, apoyada por la Comisión 
Europea,

2. Que se condene al Consejo:

a) A abonar a la recurrente una indemnización por daños materiales y morales por importe de 2 516 221,50 euros por 
la inclusión de la recurrente en la lista de personas, entidades y organismos del anexo V del Reglamento (CE) n.o 423/ 
2007 (1) y en el anexo VIII del Reglamento (UE) n.o 961/2010. (2)

b) A abonar a la recurrente intereses de demora calculados al tipo fijado por el Banco Central Europeo para las 
principales operaciones de refinanciación, incrementado en dos puntos, a partir del 17 de octubre de 2015 hasta el 
completo pago de las cantidades mencionadas en el apartado anterior.

c) A cargar con las costas del procedimiento.

Motivos y principales alegaciones

La recurrente fundamenta su recurso en la vulneración por el Tribunal del Derecho de la Unión.

Invoca en particular las siguientes infracciones del Derecho de la Unión:

— El Tribunal elegió indebidamente un momento de apreciación equivocado al considerar en favor del Consejo 
circunstancias e información que este no presentó hasta que se adoptaron las medidas contrarias a Derecho —y en parte 
únicamente en el procedimiento de recurso—.

— Alega que el Tribunal llegó erróneamente a la conclusión de que existían indicios de los que parecía resultar al menos 
verosímil que la recurrente «[en este caso: IRISL] es propiedad o está bajo control de otra entidad». En particular, señala 
que el Tribunal aplicó un criterio de apreciación erróneo, incluyó información indebida del Consejo de la que este 
carecía en el momento de apreciación, no determinó el tipo de la (supuesta) propiedad ni la intensidad del control y 
valoró los indicios erróneamente.
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— El Tribunal supuso erróneamente que el Reglamento n.o 668/2010 (3) era conforme a Derecho en cuanto a la 
recurrente.

— El Tribunal supuso erróneamente que la insuficiente motivación de las medidas adoptadas contra la recurrente no puede 
generar ninguna responsabilidad de la Unión e, indebidamente, no verificó la vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva.

(1) Reglamento (CE) n.o 423/2007 del Consejo, de 19 de abril de 2007, sobre la adopción de medidas restrictivas contra Irán (DO 2007, 
L 103, p. 1).

(2) Reglamento (UE) n.o 961/2010 del Consejo, de 25 de octubre de 2010, relativo a medidas restrictivas contra Irán y por el que se 
deroga el Reglamento (CE) n.o 423/2007 (DO 2010, L 281, p. 1).

(3) Reglamento de Ejecución (UE) n.o 668/2010 del Consejo, de 26 de julio de 2010, relativo a la aplicación del artículo 7, apartado 2, 
del Reglamento (CE) n.o 423/2007 sobre la adopción de medidas restrictivas contra Irán (DO 2010, L 195, p. 25).

Recurso de casación interpuesto el 15 de febrero de 2018 por la Comisión Europea contra la 
sentencia del Tribunal General (Sala Primera) dictada el 5 de diciembre de 2017 en el asunto T-728/16, 

Tuerck/Comisión

(Asunto C-132/18 P)

(2018/C 161/42)

Lengua de procedimiento: francés

Partes

Recurrente: Comisión Europea (representantes: G. Gattinara, B. Mongin, L. Radu Bouyon, agentes)

Otra parte en el procedimiento: Sabine Tuerck

Pretensiones de la parte recurrente

— Que se anule la sentencia del Tribunal General (Sala Primera) de 5 de diciembre 2017 en el Asunto T-728/16, Tuerck/ 
Comisión.

— Que se desestime el recurso interpuesto en primera instancia.

— Que se condene a la parte recurrida en casación al pago de las costas de primera instancia.

— Que se condene a la Sra. Tuerck al pago de las costas de la presente instancia.

Motivos y principales alegaciones

En relación con los procedimientos de transferencia de los derechos a pensión adquiridos en una caja de pensiones nacional 
al régimen de pensiones de los funcionarios de la Unión Europea, conforme a lo dispuesto en el artículo 11, apartado 2, del 
anexo VIII del Estatuto de los funcionarios de la Unión Europea, el primer motivo de casación se basa en la falta de 
consideración por parte del Tribunal General de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia que emana de la sentencia Radek 
Časta (sentencia de 5 de diciembre de 2013, C-166/12, apartados 24, 28 y 31), según la cual la operación consistente en 
convertir el capital correspondiente a los derechos a pensión adquiridos en el sistema nacional en anualidades que deben 
computarse en el régimen de pensiones de la Unión se rige por el Derecho de la Unión. Esta operación incluye la 
revalorización del capital entre la fecha de la solicitud de transferencia y la de transferencia efectiva establecida en el 
Estatuto. El Tribunal General incurrió en error de Derecho al considerar que la Comisión no disponía de la facultad de 
deducción sobre la estimación del capital entre la fecha del registro de la solicitud de transferencia y la transferencia efectiva 
del capital. Al concluir que la Comisión no era competente para efectuar tal deducción, el Tribunal General infringió el 
artículo 11, apartado 2, párrafo segundo, del anexo VIII del Estatuto, ignoró la competencia reconocida a la Comisión por 
este artículo e incurrió en error de Derecho.
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